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INFORME DE LA COMISION DE SALUD, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Penal, aumentando la penalidad para el caso de comisión del delito de aborto.














HONORABLE SENADO:








				Vuestra Comisión de Salud, en cumplimiento del acuerdo que adoptasteis en sesión celebrada el día 23 de agosto de 1995, tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, que tuvo su origen en una Moción del H. Senador señor Hernán Larraín Fernández.





				Es preciso tener presente que la iniciativa legal en estudio ha sido informada previamente por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de esta Corporación.





				A las sesiones en que se consideró esta materia asistieron, además de los miembros de la Comisión: del Hospital Sótero del Río, su Directora, doctora Lorna Luco; del Hospital Barros Luco-Trudeau, el doctor Pablo Lavín; de la Facultad de Medicina de la Universidad de la Frontera, la matrona señora Carmen Hernández, y los doctores René Castro y Patricio Dazzarola, en representación del Ministerio de Salud.





			Además, hicieron llegar sus opiniones por escrito el señor Presidente de la Conferencia Episcopal de Chile, Cardenal Arzobispo de Santiago, Monseñor Carlos Oviedo; el Director Nacional de Gendarmería de Chile, don Claudio Martínez; la Coordinadora del Colectivo Mujer, Salud y Medicina Social de la Asociación Chilena para las Naciones Unidas, doctora María Isabel Matamala, y la doctora señora Tegualda Monreal.








----------





				Es del caso señalar que los antecedentes de derecho y de hecho de esta iniciativa constan en la parte pertinente del informe que, respecto de ella, emitiera la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, antecedentes a los cuales nos remitimos en su totalidad, a fin de evitar repeticiones innecesarias.








----------








			Vuestra Comisión de Salud aprobó el proyecto en los mismos términos en que lo despachara la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tanto en general como en particular, por unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Bombal, Pérez y Silva.





			Dejaron constancia sus Señorías de que procedían de este modo con el ánimo de provocar un pronunciamiento del Senado sobre la idea de legislar, sin perjuicio de hacer valer las observaciones que el texto pueda merecerles, por la vía de las indicaciones para el segundo informe.





			El H. Senador señor Bombal señaló que no puede ser la ley la que señale patrones éticos a los médicos enfrentados a un problema de salud que ellos pueden resolver en forma adecuada, eficaz y oportuna, con los criterios y elementos que proporciona el desarrollo tecnológico actual. El aborto terapéutico como solución impuesta por la necesidad de elegir entre la vida de la madre y la del hijo es prácticamente una situación superada, dijo.





			El H. Senador señor Pérez manifestó que es partidario de enfrentar el tema del aborto con una combinación de políticas: tanto la preventiva, que han recomendado algunos expertos cuyas opiniones se recogieron en el seno de la Comisión durante el anterior período legislativo, cuanto la punitiva, por la vía del aumento de las sanciones, toda vez que el temor al castigo desincentiva a los delincuentes.





			El H. Senador señor Silva expresó que concurría a la aprobación de la iniciativa en el entendido de que ella aborda un problema social real: el elevado número de abortos que se comprueba en el país, sin perjuicio de proponer en la oportunidad reglamentaria correspondiente las enmiendas que crea necesarias y convenientes.





			En un anexo del presente informe se consignan las intervenciones de los Senadores e invitados que participaron en el estudio de este proyecto antes de la última instalación del Senado.





- - - - - 





				Acordado en sesión de hoy, con asistencia de los HH. Senadores señores Carlos Bombal Otaegui (Presidente), Ignacio Pérez Walker y Enrique Silva Cimma.





				Sala de la Comisión, a 2 de junio de 1998.















































FERNANDO SOFFIA CONTRERAS


Secretario
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�
			Vuestra Comisión estudió también este asunto en sesiones celebradas los días 17 y 18 de abril, 31 de julio y 28 de agosto de 1996. En ellas los asistentes virtieron las expresiones que se consignan a continuación.





				El H. Senador señor Larraín, al presentar el proyecto del que es autor, reiteró los argumentos contenidos en la Moción e insistió en que el aborto, en un sentido jurídico penal, consiste en dar muerte al producto de la concepción, siendo el bien jurídico protegido la vida del embrión.  Se procura, pues, que el embrión vivo, cualquiera sea su condición, tenga la posibilidad de alcanzar una existencia plena aún cuando presente alguna anormalidad.  En otras palabras, se busca fortalecer el derecho a la vida y por eso se propone cambiar el párrafo que contiene el delito de aborto desde el Título VII del Código Penal a su Título VIII, relativo a los Crímenes y Simples Delitos Contra las Personas.  Agregó que no busca cambiar el tipo penal, sino sólo aumentar la penalidad del delito, para evitar la procedencia de los beneficios alternativos de las penas privativas o restrictivas de libertad, de manera de que los infractores cumplan realmente sus penas.





				Su inquietud, prosiguió, dice relación con la convicción de que el aborto ha aumentado en el país.  Si bien las cifras son discutibles, datos recogidos por el Ministerio de Salud hablan de más de 30.000 abortos al año, mientras datos de organismos no gubernamentales llegan a señalar que se producen más de 180.000.





				El H. Senador señor Larraín, estima que las cifras fluctúan entre 60.000 y 150.000 casos anuales, pero más que el número interesa que se está atentando contra la vida y por eso debe evitarse la proliferación de los abortos.  Incluso, sostuvo, según le han informado especialistas, el llamado aborto terapéutico no se justificaría hoy en día.





				Informó que una de las mayores dificultades para detectar este delito es la concomitancia de todos los partícipes y cree que el sistema del arrepentimiento eficaz puede colaborar en detectar más casos.





				Manifestó estar consciente de que el tema no se soluciona sólo aumentando la penalidad del delito de aborto.  También debe trabajarse en áreas como la educación para formar personas respetuosas por la vida.





				Por lo anterior, ha estado en contacto con los Ministerios de Educación y el de Salud, el Colegio Médico y la Iglesia Católica, de manera de que asuman compromisos concretos respecto de la materia.





				Señaló que las penas pecuniarias que se proponen buscan destinar esos recursos a instituciones sin fines de lucro que trabajen con mujeres embarazadas potencialmente abortistas, con mujeres en situación de riesgo, etc.





				Sostuvo, por otra parte, que su proyecto puede ser eficaz si se le incorporan algunos elementos nuevos.





				El H. Senador señor Larraín, manifestó que respecto del aumento de pena que propone para la mujer que causare su aborto o consintiere que otra persona se lo cause, ha estimado conveniente no aumentarla, manteniendo la sanción actual, para lo cual anunció que presentaría la correspondiente indicación.





				Por último, afirmó que el Senado debe dar una señal clara en torno al tema.





				Cabe consignar que en relación a la presentación que de su Moción realizó el H. Senador señor Larraín, la H. Senadora señora Carrera, manifestó su coincidencia con la definición de aborto que desde una perspectiva jurídico penal dio el autor del proyecto de ley.





				Ahora bien, la H. señora Senadora llamó la atención en el sentido de que si dicha definición se aplica en términos absolutos esto implicará dejar morir a muchas mujeres con embarazo ectópico, embarazo en la trompa con feto vivo y también embarazo con huevo infectado.  A este respecto, señaló no estar dispuesta a permitir que se deje morir a quienes se encuentren en situaciones como las descritas y agregó que, por lo demás, a diario se realizan abortos destinados a evitar dichas muertes en numerosas clínicas del país.





				Por su parte, el H. Senador señor Ruiz-Esquide, planteó que la materia de que trata el proyecto debía abordarse de manera integral y no sólo a través de un aumento de las penas, cuestión en la que concordó el H. Senador señor Larre.  Además, el H. Senador señor Ruiz-Esquide, señaló que la razón para aprobar la idea de legislar no sería otra que aprovechar la iniciativa con el objeto de enfrentar este asunto desde una perspectiva más amplia.





				Ahora bien, el H. Senador señor Piñera, manifestó que al ser la idea matriz del proyecto de ley aumentar las penas asignadas al delito de aborto, no estaba de acuerdo con aprobar la idea de legislar, toda vez que, en su concepto, la materia debatida, por su entidad y complejidad, exigía ser tratada con un enfoque diverso.





				Insistió en que la intención del autor de la Moción es distinta de lo que él estima apropiado al respecto y da una señal equivocada, ya que no atiende a la real naturaleza del problema.





				Estima, el H. señor Senador, que teniendo en cuenta que en gran parte de los abortos las protagonistas son jóvenes adolescentes, solteras, pobres y sin mayor educación, el solo hecho de aumentar las penas de dicho delito -en su concepto, considerablemente altas en la ley vigente- no soluciona dicho flagelo que anualmente alcanza en nuestro país a más de 250 mil procedimientos.





				Debe realizarse un trabajo de mayor acuciosidad en que el Estado asuma un rol más activo respecto del asunto, cuestión que puede requerir de un proyecto de iniciativa presidencial al implicar gastos y relacionarse con otras materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.





				Por todo lo anterior, se mostró partidario de rechazar la idea de legislar y, acto seguido, propuso solicitar al Gobierno que presente un proyecto de ley sobre el aborto en que se aborde el problema con la profundidad que el mismo amerita.





				Luego, expuso ante la Comisión, la Directora del Hospital Sótero del Río, quien manifestó su opinión sobre el proyecto de ley, revisando, luego, algunos antecedentes relativos al tema del aborto en el Servicio de Salud Metropolitano Sur-Oriente.





				Señaló que le parece importante el cambio de ubicación del párrafo que trata el aborto al Título VIII, relativo a los Crímenes y Simples Delitos Contra las Personas, ya que pone de manifiesto el valor que se asigna al feto como persona desde el primer momento de la fecundación.  No deja, en su concepto, por esto de atentar contra el orden de las familias y la moralidad pública, porque es la sociedad en su conjunto la que se remece en sus cimientos éticos y morales cuando se consuma un aborto.  En su opinión, este primer aspecto que se propone modificar provee un marco más adecuado de sanción para este delito.





				Agregó que visualizado el aborto como un hecho en que, además de la madre, existe en la mayoría de los casos un sujeto activo, agente del delito, coincide plenamente en que se aumente la penalidad para terceras personas o el facultativo involucrado en la realización o cooperación de esta agresión criminal en la que hay alevosía, ensañamiento, premeditación y lucro con una situación de desgracia.





				Enfrentada, sin embargo, a la situación de la mujer que consiente en abortar, estima que son muchos los factores que están involucrados en el rechazo a la maternidad y, a su juicio, está claro que al tomar dicha decisión no se analiza la cuestión ni se miden los resultados.





				Entiende que el fin último de toda legislación relacionada con el aborto es la defensa de la vida como valor en sí, por lo que proteger y educar a las madres que se han sometido o están en riesgo de realizar maniobras abortivas debe ser la prioridad.





				Es decir, agregó, la aplicación de pena a la madre no debería ser considerada por el legislador como alternativa para la solución del problema del aborto.





				Señaló que cabe preguntarse acerca del impacto que puede producir en la mortalidad materna, muy disminuida en la última década, la latencia prolongada o no consulta de una mujer frente a la presencia de complicaciones post-aborto, si ella percibe el riesgo de ser denunciada a la justicia y condenada posteriormente.  Esta afirmación es claramente ratificada por profesionales de la maternidad del Hospital Dr. Sótero del Río, quienes han visto con preocupación que al momento de aumentar las denuncias, los abortos aparecen en embarazos de mayor edad gestacional con la connotación de gravedad que ello implica.





				Añadió que en algunos casos la consulta precoz y la tecnología disponible en la actualidad han permitido convertir el suceso en aborto frustro y ofreciendo ayuda a la madre se la ha podido orientar hacia las alternativas de apoyo de la red social, muchas veces ignoradas u omitidas.





				El aborto, prosiguió, debe ser incorporado a la discusión de nuestra sociedad, tal como lo han sido los temas del maltrato infantil y la violencia intrafamiliar.





				Recordó que en nuestra cultura el aborto se reduce frecuentemente a ser un problema de la mujer, lo cual se debe a un desentendimiento del hombre, lo que resulta discriminatorio y nefasto.  Es preciso, pues, educarlo para que asuma su paternidad.





				Luego, pasó a revisar algunas generalidades y la situación del aborto en el Servicio de Salud Metropolitano Sur-Oriente.  





				Manifestó que históricamente la magnitud exacta del aborto ha sido desconocida.  Antecedentes de las últimas décadas en nuestro país, señalan que sólo un tercio de quienes recurren a un aborto inducido deben posteriormente ser hospitalizadas.  De esto resulta como conclusión que este fenómeno es tres veces mayor que el número de hospitalizaciones que se registran con tal diagnóstico.





				En el citado Servicio de Salud existe como antecedente una encuesta realizada en 1983 a 1.480 mujeres egresadas de la maternidad del Hospital Dr. Sótero del Río con diagnóstico de aborto.  Los resultados permiten definir un perfil biodemográfico y biomédico de la mujer que aborta y consulta por las complicaciones respectivas.





				Informó que los resultados señalaron que la tasa de aborto general fue de 15,8 abortos por cada 100 partos para ese año.





				La edad, continuó, es una variable que afecta la incidencia de aborto, observándose un aumento de casos a mayor edad materna.  El mayor porcentaje está en los grupos de más de 25 años.  Las cifras son mayores en mujeres con dos o más hijos, siendo en las mujeres con paridad de cuatro o más, tres veces mayor la incidencia.





				El número de abortos, señaló, es mayor en las madres casadas que, junto a las convivientes, representan el 75% de la muestra.  Por otra parte, poco más de un tercio de las madres reconocen haber tenido un aborto anterior.





				Del total de la muestra, un 39% fue calificado como aborto séptico por el profesional que atendió a la paciente (con la connotación implícita de aborto provocado), pero sólo un 27% de estas pacientes reconoció haber realizado maniobras abortivas.





				La doctora Luco, manifestó que estos porcentajes se han modificado en el último tiempo, cambiando además la población afectada, ya que actualmente se atiende a adolescentes, en edad escolar, con pareja ocasional.





				Añadió que si se analizan los datos de frecuencia global, desde el año 1980 a la fecha, el número total de abortos tiene una tendencia a la baja, esto considerando los abortos espontáneos y provocados.  Lo mismo sucede con los abortos provocados en su número total.





				Dicha tendencia, indicó, no necesariamente implica una menor frecuencia de los casos.  Es factible considerar el hecho de que la población femenina tenga acceso a lugares más "profesionalizados", lo que transforma el aborto en un procedimiento de bajo riesgo y sin complicaciones.  La mujer, por esto, no llega a los hospitales públicos, salvo que el procedimiento se complique.  Por otra parte, no existen antecedentes de que en centros privados de atención se inste al profesional tratante a hacer la denuncia respecto de la mujer que concurre con síntomas de complicaciones de las maniobras abortivas.





				Por lo anterior, la expositora estima que nos encontramos ante una ley cuya aplicabilidad en el presente y en el futuro no resultará equitativa y razonablemente debe esperarse que las mujeres de menores recursos serán las más expuestas a las sanciones que la iniciativa establece.





				Reiteró, por último, que pensar en desincentivar crímenes como el aborto a través de acciones punitivas debe ser revisado, pensando que se está frente a un hecho que es un indicador de una demanda de planificación familiar no satisfecha. 





				Las políticas de promoción de un embarazo deseado, la formación sobre sexualidad y reproducción, la información sobre las distintas alternativas de métodos anticonceptivos naturales y artificiales desde la etapa adolescente y la estimulación de la participación de la pareja masculina en el proceso y decisiones relativas a la vida sexual y reproductiva, deben, a su juicio, ser las herramientas fundamentales para orientar a nuestra sociedad hacia una vida centrada en la formación de un núcleo familiar sano y armónico.





				Por su parte, el doctor Pablo Lavín, manifestó estar plenamente de acuerdo en combatir el aborto, que no es la solución para el problema de los embarazos no deseados.





				Chile, agregó, ya ha demostrado alguna experiencia en dicho combate cuando en los años sesenta, a raíz de una encuesta realizada en América, aparece Santiago como la ciudad del continente con más alta tasa de mortalidad materna por aborto, con una cifra superior a las treinta mujeres por cada diez mil nacidos vivos.  En ese momento, prosiguió, las autoridades de salud solicitaron la opinión de expertos en la materia, quienes señalaron que dicho problema podía disminuir, básicamente, con programas de planificación familiar.





				Así, el año 1967, cuando se implementan oficialmente las actividades de planificación familiar, las tasas de mortalidad materna bajan notablemente.





				Es decir, en concepto del doctor Lavín, ya se sabe cómo combatir el aborto y, por eso, está en total desacuerdo con la idea de atacarlo por la vía del aumento de su penalidad.  Mucho mejor camino resulta la educación, la anticoncepción y abrir las puertas a la planificación familiar.





				Acotó que los estudios demuestran que el aborto ha disminuido en los últimos años aproximadamente a la décima parte, sin aumento de penas y sólo con acciones de salud y educación, las que, sin embargo, siguen siendo insuficientes.





				En Chile, continuó, no deben presentarse anualmente más de cuarenta mil abortos provocados, considerando los 2/3 que no llegan a los hospitales.  Es decir, serían entre diez mil y quince mil los abortos provocados complicados que llegan cada año al sistema de salud.





				En relación con el aumento de las penas asignadas a aquellos que comercian con el aborto, sí estaría de acuerdo, pero -agregó- no debe perderse de vista que a medida que las penas aumentan también suben los costos para quienes desean practicarse un aborto, lo que puede implicar que recurran a métodos menos onerosos, pero más graves para su salud.  Entonces, al aumentar las penas para terceros podría fomentarse la aplicación de procedimientos muy severos y peligrosos.





				Agregó, pues, que hay que buscar sancionar convenientemente a los que lucran, pero evitar las penas para las mujeres que proceden a abortar, que ya por vivir dicha situación sufren un castigo considerable.





				Ahora bien, señaló que hay quienes se preguntan por qué los médicos no denuncian a las mujeres que quieren abortar y la respuesta es que ellas buscan ayuda y si el profesional las delata en este acto de confianza, les causará más daño que el que ya han sufrido.





				A su juicio, la solución debe ir por el lado de la educación en todos sus ámbitos y las mujeres deben acceder fácilmente a los sistemas de planificación en forma voluntaria, como ha sido siempre en Chile, en que la planificación familiar no ha buscado disminuir la natalidad, sino que ha sido un apoyo para que la familia decida cuántos hijos desea tener y con qué espaciamiento.





				Posteriormente, expuso la matrona señora Carmen Hernández, integrante del equipo profesional que durante tres años desarrolló en el Hospital Regional de Temuco un proyecto de investigación, tendiente a mejorar la calidad de atención de las mujeres de la Novena Región ingresadas al Servicio de Gineco-Obstetricia del Hospital por un aborto incompleto.





				Señaló que su experiencia la ha hecho reflexionar profundamente sobre la magnitud del problema del embarazo no deseado y el aborto, que sin lugar a dudas son fuentes de sufrimiento para un número incalculable de mujeres.





				Aproximadamente un 90% de los países del mundo, acotó, cuentan con políticas que permiten el aborto en diversas condiciones jurídicas, para salvar la vida de las mujeres.





				En la actual tendencia mundial, Chile se encuentra entre los países que penaliza el aborto y también, desde 1989, entre los 14 países del mundo que penaliza el aborto terapéutico.





				Siendo el aborto una práctica controvertida a nivel social, médico y personal, las mujeres que toman la decisión de abortar están expuestas no sólo a riesgos legales y físicos, sino también a confrontar sus valores, creencias, principios religiosos y sus particulares circunstancias de vida, representando para ellas un impacto emocional y moral muy grande tomar esta decisión.  Por lo anterior, a su juicio, son objeto de fuerte sanción moral, social y penal debido a las condiciones restrictivas de nuestro medio.





				La experiencia mundial muestra que, a pesar de la actitud punitiva que se asume frente al aborto, no se evita que las mujeres recurran a él, ni contribuye a la prevención del embarazo no deseado, en tanto sí puede constituirse en un motivo importante de conflictos para muchas mujeres.





				El resultado anterior, en su concepto, cuestiona el tratamiento tradicional dado al tema del aborto, según el cual el rechazo y la condena controlan su práctica.  También debiera llamar la atención sobre la necesidad de enfrentar esta problemática con una verdadera intención preventiva y no punitiva.





				Agregó que una proporción significativa de los abortos se realiza en malas condiciones, lo que causa el fallecimiento o lesiones permanentes de las mujeres afectadas.





				Cree que los gobiernos y las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales deberían:  1) Incrementar su compromiso con la salud de las mujeres;  2) Ocuparse de los efectos que tienen en la salud los abortos realizados en condiciones no adecuadas, como un importante problema de salud pública, y 3) Dar mayor atención a las necesidades de salud reproductiva de las adolescentes y mujeres jóvenes, lo que podría reducir notablemente la morbilidad y mortalidad materna, mediante la prevención de embarazos no deseados y de abortos posteriores realizados en condiciones deficientes.





				Independientemente de las restricciones éticas, morales o legales que una sociedad imponga sobre el aborto, es indispensable que las mujeres que han tenido un aborto, especialmente en condiciones de riesgo, tengan acceso a una atención post-aborto de alta calidad.





				Agregó que en el Hospital Regional de Temuco, en el año 1993, se hospitalizaron por causa de aborto aproximadamente 505 pacientes (sobre 5.900 partos) lo que da una razón de 11,8%.  Por otra parte, en Chile, en el año 1988, ocurrieron 123 defunciones maternas registradas, lo que corresponde a un 4,1/10.000 nacidos vivos, en tanto la tasa específica por aborto es de 1,65/10.000 nacidos vivos.





				Añadió que diversos estudios demuestran que hay claros elementos diferenciales de las realidades del aborto ocurrido en los países desarrollados y en vías de desarrollo; es así como la mortalidad materna en los países desarrollados alcanza a 0,3/10.000 nacidos vivos y en los países en vías de desarrollo es de 45/10.000.





				Por otro lado, encuestas han mostrado que en la población urbana y/o de buen nivel socioeconómico, el aborto es realizado por médicos o profesionales en un 79% de los casos, lo que sólo ocurre en un 5% a 19% respecto de las mujeres pobres rurales o urbanas.





				Coherentemente, las mayores complicaciones cuantitativas del aborto se concentran en los grupos pobres, estimándose que este segmento tiene un riesgo cuatro veces más de complicaciones, en relación a las mujeres con mayores recursos económicos. Por otra parte, en la mayoría de los países en que el aborto es ilegal, las mujeres tienen  miedo a las consecuencias personales o legales al solicitar tratamiento por las complicaciones y aquellas mujeres cuyas complicaciones son menores no se arriesgan a revelar su situación solicitando tratamiento en el hospital.





				Sin embargo, añadió, pese a lo contundente de las cifras mencionadas, no logran dar cuenta de la verdadera magnitud del problema ni las graves secuelas que le acompañan.  Debe tenerse presente las mujeres que, por ejemplo, se han salvado de morir, han estado en Unidades de Cuidados Intensivos o han requerido de atenciones ultraespecializadas producto de su aborto, o bien, aquellas mujeres portadoras de complicaciones tardías o secuelas producto de las prácticas abortivas.





				Señaló, luego, que el objetivo de su investigación era mejorar la calidad de atención del aborto incompleto en la Novena Región, por lo tanto, no indagaron acerca del aborto inducido propiamente tal, ya que la muestra era de las mujeres hospitalizadas por aborto incompleto, independiente de la causa que lo originó.





				En una primera parte de su proyecto, informó, se realizó una entrevista semiestructurada de respuesta abierta a 106 mujeres hospitalizadas por aborto incompleto en el Servicio de Obstetricia y Ginecología del Hospital Regional de Temuco, de un total de 423 mujeres con aborto, en el período comprendido entre marzo y diciembre de 1993.





				También se entrevistó a 16 profesionales del equipo de salud del Servicio de Obstetricia y Ginecología: médicos, matronas y auxiliares paramédicos, a fin de indagar acerca de los sentimientos experimentados por las pacientes y sus necesidades, así como para saber acerca de la percepción que ellos tenían como equipo de salud, respecto de la calidad de la atención brindada.





				Los resultados obtenidos de las mujeres entrevistadas muestran que:  1) 30% de ellas manifestó haber tenido un embarazo no deseado; 2) 74%, que el sentimiento experimentado fue tristeza y dolor, y 3) Sólo un 4%, se refirió al alivio como principal sentimiento experimentado.





				Sobre la perspectiva del equipo de salud se puede decir que: 1) 79% reconoció que el principal sentimiento experimentado por las pacientes era dolor y tristeza; 2) El sentimiento que perciben en menor porcentaje es la agresividad: 7%, y 3) 86% planteó que la atención brindada no es satisfactoria, es de mala calidad, porque adolece de lo afectivo.





				Agregó la expositora que, además, al equipo de salud le es muy difícil abstraerse de su propia concepción sobre el aborto, ya que toca puntos éticos y morales, por lo que no es poco frecuente que se brinde un trato prejuicioso, castigador y coercitivo, sin tener seguridad que la mujer a quien se está atendiendo ha ingresado por aborto inducido o espontáneo.





				Es por esto que las mujeres en esta situación manifestaron en un 75% desear un trato amable, afectuoso, humano y respetuoso, que comprenda un espacio en donde se les apoye emocionalmente y se les acoja en su dolor.





				En cuanto a los factores que influyen en la decisión de abortar, señaló que de las 106 pacientes entrevistadas, en sólo 6 de ellas se tuvo casi la certeza absoluta que se provocaron el aborto.





				Las razones que argumentan las mujeres, aún reconociendo que abortar voluntariamente es malo son, básicamente, el temor a la reacción de los padres, la falta de apoyo de la pareja, la inestabilidad laboral, el temor al rechazo y abandono familiar y práctica anticonceptiva errónea o inexistente.





				Además, agregó que existe dificultad en el acceso a los servicios de planificación familiar, sobre todo para las mujeres solteras menores de 20 años, a quienes les correspondería concurrir al mismo consultorio donde va su madre, vecinas y amigas, ya que temen que descubran que tienen relaciones sexuales.





				Ahora bien, explicó que los motivos del bajo número de denuncias son, principalmente, lo engorroso del sistema legal, ya que el profesional debe concurrir en repetidas oportunidades y por tiempos excesivamente prolongados a los tribunales de justicia, el hecho de que la denuncia sólo perjudicará, en la inmensa mayoría de los casos, a la mujer de escasos recursos que ha pagado una suma importante de dinero a una persona inexperta y que le ha realizado el aborto en malas condiciones.  Además, si el aborto lo ha practicado un profesional y aquél se complica, difícilmente se puede comprobar la participación del autor, por falta de pruebas.





				Señaló que la propuesta del grupo en que ella participó está centrada en mejorar la atención post-aborto y en la planificación familiar dirigida a grupos de riesgo.





				Casi la totalidad de las muertes y lesiones maternas provocadas por abortos realizados en condiciones de riesgo, manifestó, pueden evitarse utilizando los medios existentes.





				Estima que la adopción de una iniciativa en bien de la salud de la mujer, en lo que se refiere a la atención post-aborto a nivel mundial, constituye la mejor oportunidad para reducir la mortalidad y morbilidad materna causadas por el aborto realizado en condiciones de riesgo.  A su juicio, únicamente la cooperación internacional puede ofrecer a las mujeres de todo el mundo la atención de salud que merecen.





				En resumen, para enfrentar esta problemática con una intención preventiva y no punitiva es necesario, en su concepto: 1) Capacitar al equipo de salud para brindar atención de alta calidad; 2) Humanizar la atención prestada, independiente de las características del aborto; 3) Prevenir embarazos no deseados por medio de la mayor difusión y conocimiento de métodos anticonceptivos disponibles; 4) Contar con servicios de tratamiento de urgencia para complicaciones del aborto espontáneo o del realizado en condiciones de riesgo; 5) Consejería y servicios de planificación familiar post-aborto; 6) Vínculos entre los servicios de tratamiento de urgencia del aborto y la atención integral de la salud reproductiva, y 7) Tener claro que, según la experiencia mundial, el aumento de la penalización del aborto no ha disminuido su número.





				A su turno, el doctor René Castro, representante del Ministerio de Salud, manifestó su opinión señalando que sobre el aumento de penalización propuesto para las mujeres que se someten a un aborto inducido, no se pronunciará sobre sus aspectos jurídicos por no ser del ámbito de su competencia, pero sí le parece relevante tener presente las responsabilidades compartidas en la decisión de realizarse un aborto.  En su Carta a las Mujeres, de fecha 29 de Junio de 1995, el Papa Juan Pablo II señala: "... la opción del aborto, que es siempre un pecado grave, antes de ser una responsabilidad de las mujeres, es un crimen imputable al hombre y a la complicidad del ambiente que lo rodea...".





				Agregó el expositor, que el aumento de sanciones a quienes realizan la intervención abortiva, que incluyen penas pecuniarias y de comiso, puede constituir una medida que desincentive a algunos profesionales que realizan tales prácticas, pero puede incidir en aumentar los costos de la prestación por los mayores riesgos personales en que incurre el facultativo.





				En relación a las actitudes de la mujer que se somete a un aborto, informó que la mayoría de los estudios realizados coinciden en señalar que tal decisión se adopta en circunstancias muy dramáticas de la mujer, a saber, abandono de la pareja, embarazo no deseado en una madre con otros hijos en precarias condiciones de mantención, abuso sexual, etc.  Por ello, agregarle drásticas sanciones representa un mayor sufrimiento personal, con las consecuencias adicionales sobre la estructura y dinámica familiar ante la eventual encarcelación de la madre por un período prolongado, como se propone en el proyecto en estudio.





				Luego, se refirió a la posición del Programa de Salud de la Mujer del referido Ministerio, señalando que el aborto inducido o provocado persiste en el país como un importante problema de salud pública, tanto por su magnitud como por su impacto (25 a 30 muertes maternas cada año y altos costos asistenciales).  Los riesgos médicos asociados al aborto, por las condiciones de clandestinidad en que se practica, tienden a concentrarse en los sectores socioeconómicos más bajos.





				La magnitud del aborto inducido, agregó, es considerada como un indicador de demanda de servicios anticonceptivos no satisfecha por distintas razones.  La estrategia fundamental para reducir las consecuencias de este problema sigue siendo la planificación familiar, en la cual nuestro país puede exhibir una satisfactoria experiencia de casi 30 años.  La posición oficial de Chile en la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo en El Cairo (1994) ratificó este enfoque: no al aborto, sí a la planificación familiar, basada en el concepto de la paternidad responsable, que permita lograr embarazos y nacimientos deseados libremente por ambos padres.





				El doctor Castro, añadió que el Plan de Acción aprobado en dicha Conferencia, que nuestro país compartió, señala en el Párrafo 8.25:  "En ningún caso el aborto puede ser promocionado como un método de planificación familiar ...  La prevención de embarazos no deseados debe tener siempre la más alta prioridad y cada acción debe ser realizada para eliminar la necesidad del aborto ... Cualquiera medida o cambio relacionado con el aborto dentro del sistema de salud puede ser sólo determinado en el nivel nacional o local, de acuerdo a los procesos legislativos locales ... La consejería post-aborto, educación y servicios de planificación familiar debieran ser ofrecidos prontamente, lo cual evitará la repetición del aborto.".





				En el documento que define la posición de Chile ante la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995), se señala que nuestro país comparte el concepto de salud reproductiva propuesto por la Organización Mundial de la Salud: "... las personas son capaces de llevar una vida sexual responsable, satisfactoria y sin riesgos y tienen además la capacidad de reproducirse y la libertad de decidir cuándo y con qué frecuencia hacerlo.  En esta última condición va implícito el derecho de los individuos y las parejas a ser informados y a tener acceso a métodos de planificación familiar de su elección que sean inocuos, eficaces, asequibles y aceptables, así como a otros métodos de su preferencia para regular la fecundidad, que sean legales.".





				Agrega que el Párrafo 107 k discutido en esta Conferencia y aprobado para ser incluido a continuación del referido Párrafo 8.25 establece: "Considerar la posibilidad de revisar las leyes con medidas punitivas contra las mujeres que se han realizado abortos ilegales", lo que fue aprobado por nuestro país.  Como una propuesta alternativa, en la discusión del citado Párrafo 107 k, nuestra delegación planteó la posibilidad de reemplazar las medidas punitivas por medidas de rehabilitación integral de la mujer abortadora (sicoterapia de apoyo, orientación sobre métodos anticonceptivos, apoyo social), proposición que fue favorablemente acogida por varios países, pero finalmente no quedó incorporada en el texto aprobado.





				Por último, el representante del Ministerio de Salud, señaló que a través del Programa de Salud de la Mujer se desea mejorar la calidad de los servicios que actualmente se entregan en el país en esta área, aumentando la actual cobertura (18% a 20% de la población de mujeres en edad fértil), focalizándola en aquellos grupos que presentan mayores riesgos (adolescentes, mujeres con antecedentes de otros abortos, mujeres jefas de hogar), incorporando elementos de educación sexual y de consejería individualizada y, en la medida de lo posible, ampliando la oferta de los métodos anticonceptivos actualmente disponibles.





				A continuación de las anteriores exposiciones, la H. Senadora señora Carrera, solicitó antecedentes en cuanto a las consecuencias prácticas derivadas de la prohibición de realizar abortos terapéuticos.





				Al respecto, los especialistas señalaron que existen centros médicos que ante complicaciones del embarazo y conscientes de la citada prohibición esperan que se produzca un aborto espontáneo o bien dilatan su acción hasta que la situación se complique en gran medida, lo cual significa exponer la vida de la madre innecesariamente.  Es decir, teniendo por un lado la vida de la madre y, por otro, la muy dudosa vitalidad del ser que lleva en su vientre -en ocasiones huevos infectados de menos de veinte semanas- debiera optarse por la vida en sí, esto es por la de la madre, más aún considerando que los avances tecnológicos permiten conocer la viabilidad de un ser de pocas semanas de vida (12 a 14 semanas).





				Por otra parte, agregaron que la derogación del aborto terapéutico ha significado una disminución muy menor del número de abortos, incluso, según sus datos, al año 1989 -año de la referida derogación- no habían más de noventa abortos terapéuticos anuales.





				Cabe reiterar que hicieron llegar por escrito su opinión en torno al proyecto, diversas personas, cuyas consideraciones se resumen en términos generales a continuación.





				En primer lugar, acompañó su opinión escrita el Presidente de la Conferencia Episcopal de Chile, Cardenal Arzobispo de Santiago, don Carlos Oviedo, quien expresó que su parecer es favorable a que se conserve el carácter de delito del aborto, porque significa dar muerte a un ser humano indefenso en el seno de su madre.  Es importante, en su concepto, que esto se mantenga como delito por respeto general a la vida, a diferencia de otras legislaciones en que se le ha quitado dicho carácter y se lo ha convertido en un acto legal.





				En cuanto a los detalles de las modificaciones al Código Penal, en general, las considera justas, habida relación entre delito y pena.





				A su turno, el Director Nacional de Gendarmería de Chile, en documento enviado a esta Comisión como respuesta a un oficio en que se le solicitaba antecedentes relativos a características de la población penal que ha incurrido en delito de aborto, capacidad instalada para recibir nuevos detenidos por períodos prolongados y existencia de planes para construir nuevas cárceles de mujeres, informó lo siguiente:





				a) La condición social de las  internas que cumplen pena por el delito de aborto no ha sido materia de estudios; b) La capacidad instalada para recibir a las detenidas o presas es apenas suficiente para la población actual; de la Cuarta Región al norte, la infraestructura existente se encuentra saturada; c) Los proyectos existentes, por el momento, están en las ciudades de Antofagasta, Santiago, Arica y Valparaíso, y d) Salvo contadas excepciones, las cárceles de mujeres no existen y siguen siendo secciones dentro de los establecimientos de varones, lo que limita las posibilidades de desarrollo de ellas.





				Asimismo, acompañó el siguiente cuadro estadístico:





ESTADISTICA POR DELITO DE ABORTO AL 06.05.96





Tramo de Edad		Mujeres	Porcentaje	Hombres	Porcentaje





Menor de 18 años  :	0                      0.00		0                        0.00


Entre 18 y 20 años:	0                      0.00		0                        0.00


Entre 20 y 25 años:	2                    14.29		0                        0.00


Entre 25 y 30 años:	0                      0.00		1                      20.00


Entre 30 y 35 años:	1                      7.14		0                        0.00


Entre 35 y 40 años:	1                      7.14		1                      20.00


Entre 40 y 45 años:	2                    14.29		1                      20.00


Entre 45 y 55 años:	1                      7.14		1                      20.00


Entre 55 y 60 años:	2                    14.29		1                      20.00


Entre 60 y 65 años:	1                      7.14		0                        0.00


Mayor de 65 años:		4                    28.57		0                        0.00


TOTAL              :	             14                  100.00		5                    100.00





				Ahora bien, el Director Nacional de Gendarmería de Chile, agregó que en materia de propuestas alternativas al proyecto de ley, cabe hacer presente que internar mujeres en las unidades penales crea un nuevo problema social, que es dejar más niños abandonados en hogares sin madre.





				Desde este punto de vista, añadió, pareciera recomendable mantener la penalidad en niveles tales que permita a las condenadas por aborto acceder a las medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, contempladas en la ley Nº 18.216.





				Por su parte, la doctora Tegualda Monreal hizo llegar su opinión por escrito, señalando que es contraria a controlar un daño, prioritario en la salud de la mujer, como es el aborto, con medidas punitivas, incompatibles con una política de salud que resalta la comprensión, la atención humanitaria y solidaria de la población.





				En Chile, agregó, el aborto, que ha sido ampliamente estudiado e investigado, especialmente desde el punto de vista epidemiológico, fue calificado ya en la década del 60 como un problema prioritario de salud pública para la mujer, quien recurría a él como el único recurso disponible en esos años para evitar un hijo no deseado, principalmente por razones económicas y luego de salud.





				Gracias a estos estudios, surgió y se implementó con éxito un programa de anticoncepción (Regulación de la Fecundidad, actualmente denominado de Paternidad Responsable), que logró avances evidentes. Se alcanzó así descensos importantes de los abortos hospitalarios y de la mortalidad por aborto.





				Por otra parte, acotó que la derogación del aborto con fines terapéuticos, verificada en 1989, no se tradujo con posterioridad en una mayor reducción de su ocurrencia, la que se ha mantenido casi constante hasta hoy.





				Agregó que, sin embargo, y a pesar de estas medidas represivas, actualmente en Chile se siguen realizando en los Servicios de Obstetricia y Ginecología interrupciones de embarazos incompatibles con la vida de la mujer, como son los embarazos ectópicos, especialmente tubarios con embrión o feto vivo, como también los embarazos con huevo roto infectado o aquellos con embrión muerto.





				En síntesis, a su juicio, no son las medidas punitivas las que van a resolver el problema del aborto.  A las razones económicas se agregan, y cada vez con más intensidad, las razones de trabajo, ya que día a día son más las mujeres que se incorporan al campo laboral donde se exige una maternidad controlada.  La única forma de control, no de desaparición, es mejorando las estrategias de promoción e implementación de programas educativos y de anticoncepción y que esto llegue a conocimiento y a la accesibilidad de toda la población.





				Estima, asimismo, que debiera restituirse la vigencia legal, por lo menos, del aborto con fines terapéuticos.





				Por último, afirma que de prosperar el proyecto de ley en informe, Chile pasaría a ocupar un sitial entre los países del mundo con una legislación sobre el aborto más severa.





				También hizo llegar por escrito su opinión sobre la iniciativa, la doctora María Isabel Matamala, Coordinadora del Colectivo Mujer, Salud y Medicina Social de la Asociación Chilena para las Naciones Unidas, quien, entre otras cosas, señaló que si bien en la forma el proyecto hace énfasis en un aumento de la penalización por comisión de aborto, en el fondo lo que pretende es legitimar un presupuesto básico, cual es que aquél debe ser abordado como delito.  Desde esa premisa, el proyecto se adscribe a una particular postura de moral católica, que difiere de otras aproximaciones religiosas.  Dicha postura se asienta en la no aceptación de la sexualidad de las mujeres como una dimensión de la vida necesaria de llevarse a cabo sin supeditarse exclusivamente a lo reproductivo; en consecuencia, busca controlarla mediante la culpabilización de su ejercicio y mediante castigos sociales, cuya expresión extrema es la penalización de la interrupción voluntaria del embarazo.





				Señaló que siguiendo las recomendaciones internacionales, no promover el aborto como método de regulación de la fecundidad implica promover políticas públicas que aseguren servicios de salud reproductiva a todas las mujeres y hombres, inclusive adolescentes, con énfasis especialmente orientado a los sectores más carenciados y excluidos.  A la vez, proporcionar servicios de calidad, como corresponde a la condición humana de las personas, implica asegurar su total accesibilidad, el abierto abordaje de la sexualidad, educación, competencia técnica y humana, amplia oferta de métodos de regulación de la fecundidad, desde los métodos de abstinencia periódica, denominados naturales, hasta métodos modernos validados por los organismos internacionales correspondientes, sin objetar ninguno de ellos por razones ideológicas.  Por otra parte, servicios de calidad que prioricen el compromiso con la salud de las mujeres, requieren trabajar desde el concepto de salud entendido como bienestar biológico, mental y social. 





				La consecuencia de la legislación penalizadora chilena, continuó, no ha sido la disminución de los abortos clandestinos.  Estos se han mantenido o aumentado, realizándose en condiciones de mayor riesgo, especialmente en el caso de las mujeres más pobres, por la precariedad en que ocurren.  Además, no es posible saber con certeza -por la clandestinidad en que se practican- la morbilidad e incluso la mortalidad derivada de su práctica.





				Señaló que las cifras son claras, ya que después de Perú, Chile -a pesar de su legislación penalizadora- tiene la tasa de aborto más alta de la región.  En cambio, los países del mundo desarrollado, en los cuales la despenalización es muy amplia o total, tienen tasas mucho menores.





				Estima que una ley que no consigue modificar favorablemente la situación objetivo, es una ley ineficaz.  Su adecuación requiere no insistir en los mecanismos que la sustentan: castigo, culpabilización, descalificación.  La realidad ha probado que si bien provocan mucho sufrimiento a las mujeres afectadas y a sus familias, no modifican el problema de salud pública y, más aún, establecen una clara discriminación basada en la condición social de las mujeres afectadas.





				Por último, señaló que lo que se debe hacer es discutir otro proyecto de ley, que respete los acuerdos suscritos por Chile, que asegure el pleno ejercicio de los derechos reproductivos y que deje de lado el intento de imponer preceptos religiosos a nuestra sociedad.
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